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JUZGADO VEINTISIETE (27) ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA  
E.S.D. 
 

RADICACIÓN:         11001333502720190032000 

DEMANDANTE:       MILCIADES VARGAS 

 DEMANDADA:        UGPP 

                                                                     

CAROL ANDREA LÓPEZ MÉNDEZ, abogada en ejercicio, identificada con la C.C. No. 

1.031.131.971 expedida en Bogotá, abogada en ejercicio portadora de la T.P. No. 313.458 

del C. S. de la J., actuando en calidad de apoderada sustituta, según poder otorgado por el 

Doctor RICHARD GIOVANNY SUAREZ TORRES, apoderado principal de la UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 

PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP, estando dentro de la 

oportunidad legal, me permito presentar CONTESTACIÓN DE DEMANDA, contra las 

pretensiones incoadas por apoderado del señor MILCIADES VARGAS de la siguiente 

manera: 

 

I. HECHOS 

 

1. AL HECHO PRIMERO. ES CIERTO – De conformidad a lo contenido en la 

certificación emitida por la subdirectora de Talento Humano del Instituto Nacional 

Penitenciario y Carcelario INPEC, de fecha 16 de marzo de 2018. 

 

2. AL HECHO SEGUNDO.  ES CIERTO – de conformidad a la documental que se 

allega dentro del expediente administrativo 

 

3. AL HECHO TERCERO. ES CIERTO - El 31 de julio de 2008 mediante resolución No. 

36230 se reconoció pensión de vejez de alto riesgo al señor MILCIADES VARGAS 

por valor de $853.645, incluyéndose la asignación básica mensual, bonificación por 

servicios prestados y el sobresueldo, de los 10 últimos años. La resolución se 

confirmó mediante resolución Nro. 14711 de 2009.  

 

4. AL HECHO CUARTO: PARCIALMENTE CIERTO – la entidad que represento 

mediante resolución RDP027485 reliquidó pensión de vejez de alto riesgo en favor 

del señor MILCIADES VARGAS teniendo en cuenta los siguientes factores: 
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De igual manera en la mencionada resolución, se le informó al entonces accionante:  

 

“Que respecto a la Certificado de salarios mes s mes en el formato del 
Ministerio de Hacienda, expedido por el INSTITUTO NACINAL 
PENITENCIARIO Y ARCELARIO INPEC de fecha 27 de diciembre de 2012, 
es pertinente informar a interesado que los factores relacionados en la casilla 
30 no fueron incluidos en la liquidación toda vez que no se tiene información 
acerca del nombre de los mismos, lo cual debe suscribirse en la casilla 26. Lo 
anterior no desaprueba a que en adelante se alleguen los mismos con las 
características requeridas.” 

 

5. AL HECHO QUINTO: NO ES CIERTO COMO SE ENCUENTRA REDACTADO – El 

apoderado del demandante indica que mi representada de manera caprichosa no 

incluyó dentro de la re liquidación de pensión de vejez de alto riesgo del demandante 

la Bonificación o Remuneración por servicios, sin embargo, se reitera que en la 

resolución RDP027485, se le indicó al demandante que: 

 

“Que respecto a la Certificado de salarios mes s mes en el formato del 
Ministerio de Hacienda, expedido por el INSTITUTO NACINAL 
PENITENCIARIO Y ARCELARIO INPEC de fecha 27 de diciembre de 2012, 
es pertinente informar a interesado que los factores relacionados en la casilla 
30 no fueron incluidos en la liquidación toda vez que no se tiene información 
acerca del nombre de los mismos, lo cual debe suscribirse en la casilla 26. Lo 
anterior no desaprueba a que en adelante se alleguen los mismos con las 
características requeridas.” 

 

De igual manera en el Resuelve de la mencionada resolución se indicó que: 
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ARTÍCULO OCTAVO: Notifíquese a Señor (a) VARGAS PERDOMO 
MILCIADES, haciéndole (s) saber que en caso de inconformidad contra la 
presente providencia, puede (n) interponer por escrito los recurso de 
Reposición y/o Apelación ante LA SUBDIRECTORA DE DETERMINACION 
DE DERECHOS PENSIONALES. De estos recursos podrán hacerse uso 
dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación, manifestando por 
escrito las razones de inconformidad, según el C.C.A. 

  

 

6. AL HECHO SEXTO: ES CIERTO, PERO ACLARO – Tal como se desprende de la 

documental contenida en el expediente administrativo el señor MILCIADES 

VARGAS adquirió el estatus de pensionado a partir del 3 de junio de 1999, sin 

embargo, el aquí demandante se retiró del servicio el 31 de diciembre de 2015. 

 

7. AL HECHO SEPTIMO: ES CIERTO – El señor MILCIADES VARGAS radicó la 

mencionada solicitud 

 

8. AL HECHO OCTAVO: NO ES CIERTO – En el sentido que la Resolución RDP5561, 

que señala el demandante no tiene nada que ver con el aquí demandante, por el 

contrario, el 21 de febrero de 2019 se expidió la Resolución RDP5551 que no negó la 

actualización de los aumentos de IPC en tanto que la solicitud del entonces 

peticionario era:  

 

(. . .)  PRETENSION 

Se obre de conformidad con las disposiciones constitucionales y legales 

vigentes aplicables nivelando los factores salariales para el momento del 

retiro, que están reconocidos en la resolución RDP 027485 del 17 de junio de 

2013 Radicado SOP201300016860, Asignación básica mensual, auxilio de 

alimentación, auxilio de transporte, prima de navidad, prima de vacaciones y 

prima de servicios y posteriormente después del retiro con el respectivo IPC a 

la fecha.  

  

Se incluyan en reliquidación los factores salariales bonificación por servicios 

prestados casilla 30D Formato 3(B) según decreto 1045 de 1978 y prima de 

riesgo. 

(. . .) 

 

En ese sentido, no pudo mi representada negar algo que el accionante no pidió.  

 

Ahora bien, en lo que respecta a la reliquidación, mi representada sustentó en la 

normativa y jurisprudencia vigente el hecho de la no procedencia de la reliquidación 

solicitada por el entonces peticionario.  
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9. AL HECHO NOVENO: NO ES UN HECHO- Es una transcripción normativa y se 

reitera que la resolución RDP5561 nada tiene que ver con la parte activa en el 

presente proceso.  

 

10. AL HECHO DECIMO: NO ES CIERTO- Se reitera que la resolución RDP5561 nada 

tiene que ver con la parte activa en el presente proceso, sin embargo, el 21 de 

febrero de 2019 se expidió la Resolución RDP5551 que no negó la actualización de 

los aumentos de IPC en tanto que la solicitud del entonces peticionario era:  

 

(. . .)  PRETENSION 

Se obre de conformidad con las disposiciones constitucionales y legales 

vigentes aplicables nivelando los factores salariales para el momento del 

retiro, que están reconocidos en la resolución RDP 027485 del 17 de junio de 

2013 Radicado SOP201300016860, Asignación básica mensual, auxilio de 

alimentación, auxilio de transporte, prima de navidad, prima de vacaciones y 

prima de servicios y posteriormente después del retiro con el respectivo IPC a 

la fecha.  

  

Se incluyan en reliquidación los factores salariales bonificación por servicios 

prestados casilla 30D Formato 3(B) según decreto 1045 de 1978 y prima de 

riesgo. 

(. . .) 

 

En ese sentido, no pudo mi representada negar algo que el accionante no pidió.  

 

Ahora bien, en lo que respecta a la reliquidación, mi representada sustentó en la 

normativa y jurisprudencia vigente el hecho de la no procedencia de la reliquidación 

solicitada por el entonces peticionario.  

 

Finalmente, se indica que tal como se puede observar en el plenario, en varias 

oportunidades el señor MILCIADES VARGAS solicitó re liquidación de pensión, la 

cual le fue negada en aplicación del principio de favorabilidad, tal como el mismo 

apoderado del demandante señala en el hecho que se responde.  

 

11. AL HECHO DECIMO PRIMERO: ES CIERTO 

 

12. AL HECHO DECIMO SEGUNDO: ES CIERTO 

 

13. AL HECHO DECIMO TERCERO: NO ES CIERTO COMO SE ENCUENTRA 

REDACTADO. Si bien mediante los actos administrativos resueltos por la entidad 

que represento se negó la petición del señor MILCIADES VARGAS, la misma no se 

dio como capricho de mi representada, por el contrario, en todos y cada uno de los 
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actos administrativos las decisiones se motivaron y sustentaron en debida forma, tal 

y como se expresará mas adelante.  

 

 

II. A LAS PETICIONES 

 

ME OPONGO, a todas y cada una de las peticiones propuesta por el demandante y doy 

respuesta a ellas en el mismo orden propuesto:  

 

1. A LA PRIMERA: ME OPONGO. Como se expondrá más adelante, no es posible que 

este H. Despacho, declaré la nulidad de la Resolución RDP027485 fue proferida 

conforme las documentales y certificaciones que fueron allegas para el estudio, tal 

como se expondrá mas adelante.   

 

2. A LA SEGUNDA: ME OPONGO. Reitero los argumentos expuesta anteriormente.  

 

3. A LA TERCERA: ME OPONGO. En tanto que el apoderado del demandante busca 

la nulidad y restablecimiento del derecho de una resolución en la que él aduce se 

resolvieron hechos que no fueron objeto de debate, es decir busca re tomar hechos 

que ya habían sido objeto de debate en la resolución RDP027485, pero que en 

ningún momento fueron objeto de debate para la resolución de la petición por el 

radicada y resuelta mediante la resolución RDP05551 y sus confirmatorias.  

 

Contrario a lo narrado por el apoderado del demandante, en la resolución en 

comento y sus confirmatorias lo que se debatió y pidió fue:  

 

(. . .)  PRETENSION 

Se obre de conformidad con las disposiciones constitucionales y legales vigentes 

aplicables nivelando los factores salariales para el momento del retiro, que están 

reconocidos en la resolución RDP 027485 del 17 de junio de 2013 Radicado 

SOP201300016860, Asignación básica mensual, auxilio de alimentación, auxilio 

de transporte, prima de navidad, prima de vacaciones y prima de servicios y 

posteriormente después del retiro con el respectivo IPC a la fecha.  

  

Se incluyan en reliquidación los factores salariales bonificación por servicios 

prestados casilla 30D Formato 3(B) según decreto 1045 de 1978 y prima de 

riesgo. 

 

(. . .) 

 

Es así, como el apoderado del demandante, se equivoca al solicitar la nulidad de 

acto administrativo que se resolvió en debida forma y que adicionalmente resolvió un 

hecho completamente contrario al que se indica en el escrito de demanda, por lo que 

no puede este Despacho, declarar la nulidad y restablecimiento del derecho de un 
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acto que goza de todas legalidades del caso y que además resolvió hechos 

completamente diferentes a los que se debaten en esta instancia.  

 

4. A LA CUARTA: ME OPONGO. En tanto que la resolución RDP027485, fue proferida 

de conformidad al estudio de las documentales allegadas por la entonces 

peticionaria.  

 

5. A LA QUINTA: ME OPONGO. Por cuanto no solo resulta improcedente solicitar 

dicha nivelación pensional en esta instancia porque no se agotó en debida forma la 

vía gubernativa, sino porque, además, es completamente inviable y desfavorable 

para el actor realizar las liquidaciones de la pensión de vejez de alto riesgo como lo 

solicita el accionante en esta instancia.  

 

De igual manera, y al no existir procedencia en la re liquidación que se solicita, no 

existirían dineros sobre los cuales aplicar la actualización del IPC.  

 

6. A LA SEXTA: ME OPONGO. Por cuanto no debería existir condena alguna en 

contra de la entidad que represento, sin embargo, y en caso de condenarse a mi 

representada, sin que esto implique reconocimiento alguno de las peticiones que se 

reclaman, se solicita a este H. Despacho, a no condenar en costas a la UGPP. 

  

7. A LA SÉPTIMA: ME OPONGO. Por cuanto la petición que se incoa parte de la base 

de una presunta sentencia condenatoria a mi representada, hecho que aun se 

encuentra en debate, y aún así, en caso de resultar vencida la entidad que 

represento se atenderá dentro de los términos establecidos la posible condena.  

 

Me opongo al pago y condena en costas y agencias en derecho a la entidad que represento, 

en la medida en que la entidad está cumpliendo con el deber legal de ser parte del presente 

proceso y no ha generado por su parte acto jurídico alguno que se presuma acreedor de ser 

sancionado con el pago de las costas de este proceso.   

 

III. FUNDAMENTOS Y RAZONES DE LA DEFENSA JURIDICA 

 

El señor VARGAS PERDOMO MILCIADES, identificado con CC No. 4.968.036 de SAN 

VICENTE DEL CAGUAN, solicita el 9 de abril de 2013 la reliquidación de la pensión de 

VEJEZ, radicada bajo el No SOP201300016860 aportando para el efecto los documentos 

requeridos por ley.  

 

Mediante la Resolución No. 36230 del 31 de julio de 2008 se reconoció una pensión de 

vejez a favor del (la) interesado (a) en cuantía de $853,645.47, efectiva a partir del 1 de 

marzo de 2007. 

 

Mediante Resolución No. 14711 de 06 de abril de 2009 se resolvió un recurso de reposición 
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interpuesto en contra de la Resolución No. 36230 de 31 de Julio de 2008 y en consecuencia 

se confirma la misma en todas y cada una de sus partes. 

 

Vale la pena recordar que la Ley 32 de 1986, establece que: Art. 96: "Los miembros del 

cuerpo de custodia y vigilancia penitenciaria nacional, tendrán derecho a gozar de la 

pensión de jubilación al cumplir veinte (20) años de servicio, continuos o discontinuos al 

servicio de la Guardia nacional, sin tener en cuenta su edad." 

 

Ahora bien, de acuerdo a la certificación expedida por por la subdirectora de Talento 

Humano del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, de fecha 16 de marzo de 

2018, el señor MILCIADES VARGAS, se verifica que el interesado cuenta con más de (20) 

veinte años de servicio al INPEC, lo cual lo hizo acreedor del reconocimiento de una pensión 

de conformidad con lo indicado en la ley 32 de 1986, la cual preceptúa el derecho a gozar 

de una pensión a los miembros del cuerpo de custodia y vigilancia penitenciaria nacional al 

cumplir los veinte años de servicio, sin tener en cuenta la edad. 

 

Para el año 2013, fecha en la cual se emitió la Resolución RDP 027485, el criterio asumido 

por el Consejo de Estado, en reiterados pronunciamientos se centró en que el régimen 

especial aplicable a los empleados del Cuerpo de Custodia y Vigilancia Penitenciario no 

contemplo los factores a tener en cuenta para efectos de la de liquidación de la pensión por 

lo que, por remisión de tos artículos 114 de la ley 32 de 1986 y 184 del decreto 40, se debía 

aplicar el régimen vigente para los empleados públicos del orden nacional. El artículo de la 

Ley que ordena que la pensión de jubilación se liquida sobre todos los factores devengados 

en el último año de servido, empero como la citada norma no establece los factores de 

salario, para liquidar la pensión se aplicará lo preceptuado por el artículo 45 del Decreto 

1045 de 1978, que señala los factores salariales que deben tenerse en cuenta para efectos 

de liquidar la pensión de jubilación. 

 

 

El artículo el artículo 114 de la ley 1395 de 2010 señala: 

 

“Las entidades públicas de cualquier orden, encargadas de reconocer y pagar 

pensiones de jubilación, prestaciones sociales y salariales de sus trabajadores o 

afiliados, o comprometidas en daños causados con armas de fuego, vehículos oficiales, 

daños a reclusos, conscriptos, o en conflictos tributarios o aduaneros, para la solución 

de peticiones o expedición de actos administrativos, tendrán en cuenta los precedentes 

jurisprudenciales que en materia ordinaria o contenciosa administrativa, por los mismos 

hechos y pretensiones, se hubieren proferido en cinco o más casos análogos.” 

 

Que por lo anteriormente expuesto la UGPP, mediante Resolución RDP 027485, procedió 

con la reliquidación de la pensión de jubilación del régimen de transición consagrado en la 

Ley 32 de 1986 con base en todos los factores salariales devengados en el último año de 

servicios de conformidad con el decreto 1045 de 1978, bajo los siguientes supuestos:  
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• Que el señor VARGAS interesado acreditó un total de 12,057 días laborados, 

correspondientes a 1,722 semanas. 

• Que nació el 5 de octubre de 1950 y para la fecha de la re liquidación de la pensión 

contaba con 62 años de edad. 

• Que el último cargo desempeñado certificado por el señor VARGAS fue el de 

DRAGONEANTE. 

• Que el señor VARGAS adquirió el status de pensionado el día 3 de junio de 1999. 

 

Ahora bien, respecto de las documentales analizadas por la UGPP para la reliquidación de 

la pensión de vejez de alto riesgo del aquí demandante se tuvieron en cuenta las siguientes 

documentales:  

 

• Certificado de salarios mes a mes en el formato del Ministerio de Hacienda, expedido 

por el INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO INPEC de fecha 

27 de diciembre de 2012, suscrito por SANDRA YANETH AVILA MORENO Tesorera 

General. 

• Certificado de salarios mes a mes en el formato tradicional de la entidad, expedido 

por el INSTITUTO NACINAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO INPEC de fecha 09 

de enero de 2013, suscrito por SANDRA YANETH AVILA MORENO Tesorera 

General. 

 

Respecto a la Certificado de salarios mes a mes en el formato del Ministerio de Hacienda, 

expedido por el INSTITUTO NACINAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO INPEC de fecha 

27 de diciembre de 2012, es pertinente informar a interesado que los factores relacionados 

en la casilla 30 no fueron incluidos en la liquidación toda vez que no se tiene información 

acerca del nombre de los mismos, lo cual debe suscribirse en la casilla 26.  

 

Ahora bien, para la re liquidación de la pensión se tuvieron en cuenta los factores salariales 

correctamente certificados y dentro del periodo comprendido entre el 1 de diciembre de 

2011 y el 30 de noviembre de 2012, así:  

 

 

  

 

 

 

IV. EXCEPCIONES  
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Vale la pena resaltar en este punto que el señor VERGAS adquirió es estatus de 
pensionado en el año 1999, es decir en vigencia del Decreto 2090 DE 2003, por lo que le 
era aplicable lo contenido en el Artículo 96 de la Ley 32 de 1986 y Decreto 407 de 1994: 20 
años de servicio sin edad, y bajo el cual se exige estar en el régimen de transición  
contemplado en el artículo 36 de la ley 100 de 1993, es decir o 40 años si es hombre, 35 si 
es mujer o 15 años de servicio, al 01 de abril de 1994. 
 
De igual manera para el periodo de liquidación, según la vigencia de la normativa bajo la 
cual se pensión el demandante se debe tener en cuenta lo consagrado en el artículo 21 o 
Art. 36 inciso 3 de la ley 100 de 1994, es decir el tiempo que le hiciere falta o los diez (10) 
últimos años de servicio y los factores sobre los cuales se debía liquidar el derecho eran los 
regulados en el Decreto 1158 de 1994, y demás contemplados para régimen especial del 
Inpec tal como el Sobresueldo. Igualmente, se resalta el hecho que para el caso de los 
trabajadores del INPEC NO se debe incluir la prima de riesgo debido a que el decreto 446 
de 1994 y el decreto 611 de 2007, señalan expresamente que esta prima no constituye 
factor salarial. 
 
El Comité de Conciliación de la UGPP, ha establecido también, y de manera muy positiva, 
que los trabajadores a los cuales se les aplicó la liquidación o reliquidación de pensión con 
base en el último año laborado, y soliciten la re liquidación con base en los 10 últimos años 
de servicios, se les aplique la norma mas favorable, directriz esta que fue aplicada al caso 
que nos ocupa, y que le fue notificado en varias oportunidades al señor VARGAS tal como 
se desprende del siguiente cuadro resumen de respuestas a las peticiones elevadas por el 
actor:  
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Es así como las personas beneficiarias del régimen del INPEC, que cumplieron los 
requisitos con posterioridad a la Ley 100 de 1993, caso del señor VARGAS y se 
encontraban vinculados antes de la vigencia del decreto 2090 de 2003, en defensa de estas 
reliquidaciones se utilizaran los argumentos establecidos por la Corte Constitucional, 
respecto a la transición, contenidos en la sentencia C. 258 de 2013, Su 230 de 2015, en el 
entendido que el Ingreso base de liquidación (IBL) , no hace parte del régimen de transición 
y que únicamente, se respetan los conceptos de: edad, tiempo de servicios, y la tasa de 
reemplazo, respecto a los factores de salario, y forma de liquidación, se aplicaran los 
señalados en el inciso 3o de artículo 36 de la Ley 100 de 1993, (tiempo que le hiciera falta o 
los últimos 10 años de servicios), y factores establecidos en el decreto 1158 de 1994, y 
demás factores de salario definidos expresamente por el Legislado. 
 
Por otra parte, el ingreso base de liquidación para quienes se les aplica el régimen de 
transición tiene regulación concreta en el inciso 3 del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, 
determinando que si le faltan menos de 10 años para adquirir el status de pensionado a la 
vigencia del sistema, es el promedio de lo cotizado en el tiempo que le hiciere falta, por el 
contrario si a la misma fecha de vigencia del sistema le faltan más de 10 años, el ingreso 
base de liquidación es el contenido en el artículo 21 de la misma Ley 100 de 1993. 
 
El artículo 21 de la Ley 100 de 1993 establece: 
 

ART. 21.- "Ingreso base de liquidación. Se entiende por ingreso base para liquidar 
las pensiones previstas en esta ley, el promedio de los salarios o rentas sobre los 
cuales ha cotizado el afiliado durante los diez (10) años anteriores al reconocimiento 
de la pensión, o en todo el tiempo si este fuere inferior para el caso de las pensiones 
de invalidez o sobrevivencia, actualizados anualmente con base en la variación del 
Índice de Precios al Consumidor, según certificación que expida el DANE. 

 
Es así, como se encuentra plenamente demostrado que para el caso del señor MILCIADES 
VARGAS se reconoció y liquidó de manera completa de conformidad a las normas 
establecidas para el caso concreto.  
 
De igual manera, el Consejo de Estado en sentencia de unificación 2018, frente al Régimen 
de Transición y la reliquidación de pensiones, indicó:  
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“96. La segunda subregla es que los factores salariales que se deben incluir en el IBL 
para la pensión de vejez de los servidores públicos beneficiarios de la transición son 
únicamente aquellos sobre los que se hayan efectuado los aportes o cotizaciones al 
Sistema de Pensiones.  
97. Esta subregla se sustenta en el artículo 1° de la Constitución Política que consagra 
el principio de solidaridad como uno de los principios fundamentales del Estado Social 
de Derecho.  
98. El artículo 48 constitucional define la Seguridad Social como “un servicio público de 
carácter obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, 
en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos 
que establezca la Ley”. El legislador (artículo 2 de la Ley 100 de 1993) explica este 
principio como “[…] la práctica de la mutua ayuda entre las personas, las generaciones, 
los sectores económicos, las regiones y las comunidades bajo el principio del más 
fuerte hacia el más débil”  
99. La interpretación de la norma que más se ajusta al artículo 48 constitucional es 
aquella según la cual en el régimen general de pensiones, previsto en la Ley 33 de 
1985, solo los factores sobre los que se haya realizado el aporte o cotización pueden 
incluirse como elemento salarial en la liquidación de la mesada pensional.  
100. De conformidad con el Acto Legislativo 01 de 2005 por el cual se adiciona el 
artículo 48, para adquirir el derecho a la pensión será necesario cumplir con la edad, el 
tiempo de servicio y las semanas de cotización. Para la liquidación de las pensiones 
sólo se tendrán en cuenta los factores sobre los cuales cada persona hubiere efectuado 
las cotizaciones.  
101. A juicio de la Sala Plena, la tesis que adoptó la Sección Segunda de la 
Corporación, en la sentencia de unificación del 4 de agosto de 2010, según la cual el 
artículo 3 de la Ley 33 de 1985 no señalaba en forma taxativa los factores salariales que 
conforman la base de liquidación pensional, sino que los mismos estaban simplemente 
enunciados y no impedían la inclusión de otros conceptos devengados por el trabajador 
durante el último año de prestación de servicio, va en contravía del principio de 
solidaridad en materia de seguridad social. La inclusión de todos los factores 
devengados por el servidor durante el último año de servicios fue una tesis que adoptó 
la Sección Segunda a partir del sentido y alcance de las expresiones “salario” y “factor 
salarial”, bajo el entendido que “constituyen salario todas las sumas que habitual y 
periodicamente recibe el empleado como retribución por sus servicios” con fundamento, 
además, en los principios de favorabilidad en materia laboral y progresividad; sin 
embargo, para esta Sala, dicho criterio interpretativo traspasa la voluntad del legislador, 
el que, por virtud de su libertad de configuración enlistó los factores que conforman la 
base de liquidación pensional y a ellos es que se debe limitar dicha base.  
102. La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo considera que el tomar en 
cuenta solo los factores sobre los que se han efectuado los aportes, no afecta las 
finanzas del sistema ni pone en riesgo la garantía del derecho irrenunciable a la 
pensión del resto de habitantes del territorio colombiano, cuya asegurabilidad 
debe el Estado, en acatamiento de los principios constitucionales de 
universalidad y eficiencia.  
103. Por el contrario, con esta interpretación (i) se garantiza que la pensión de los 
beneficiarios de la transición se liquide conforme a los factores sobre los cuales 
se ha cotizado; (ii) se respeta la debida correspondencia que en un sistema de 
contribución bipartita debe existir entre lo aportado y lo que el sistema retorna al 
afiliado y (iii) se asegura la viabilidad financiera del sistema.” (subrayado propio) 
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V. EXCEPCIONES  

 

 
1. CADUCIDAD. 

La Resolución RDP 027485 fue debidamente notificado el 17 de junio de 2013, quedando 

debidamente ejecutoriado el 18 de octubre de la misma anualidad, por lo que no es 

procedente que en esta instancia se busque la nulidad de un acto que goza de toda 

legalidad y que como consecuencia no daría lugar al restablecimiento del derecho.  

Al respecto la jurisprudencia del Consejo de Estado ha sido pacífica respecto de la 

caducidad en los procesos de Control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, y sobre el 

particular en el fallo 00524 de 2019 Consejo de Estado recordó:  

“La Sala precisa que en relación con la oportunidad para incoar el medio de control 

de nulidad y restablecimiento del derecho, previsto en el artículo 138 del CPACA, el 

artículo 164 (numeral 2, letra d) prescribe que cuando se pretenda la nulidad y 

restablecimiento del derecho, la demanda deberá presentarse dentro del término de 

cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente al de la comunicación, 

notificación, ejecución o publicación del acto administrativo, según el caso, salvo las 

excepciones establecidas en otras disposiciones legales.” 

 En ese orden resulta claro que el medio de control solicitado por el demandante para la 

declaratoria de la nulidad y restablecimiento de derecho de la resolución antes indicada, se 

le debe aplicar el fenómeno de la caducidad, pues la demanda fue presentada el 16 de 

agosto de 2019, es decir, casi 6 años después.  

Al respecto el Consejo de Estado, expediente 25000-23-25-000-2002-06050-01(0363-08) 

recordó que:  

En este sentido, la expresión “en cualquier tiempo”, se refiere a los actos que 
reconozcan prestaciones periódicas no a los que niegan el derecho, que sí se rigen por 
lo dispuesto en el inciso segundo ibídem.   El pensamiento jurisprudencial anotado, 
volvió a reiterarse por la Sección Segunda del Consejo de Estado en decisión del 19 de 
diciembre de 1995, expresando esta vez que cuando se trata de un acto que culminó 
una petición en interés particular, pero que no tiene el efecto positivo o afirmativo de 
haber reconocido al demandante el derecho a una prestación periódica, éste habrá de 
demandar dentro del plazo o término hábil establecido por la Ley para proponer las 
acciones contencioso administrativas.  Posteriormente, en providencia del 18 de julio de 
1996, se reafirma la posición señalada, de tal manera que pareciera que el alcance 
establecido a la interpretación del numeral 2° del artículo 136 del C.C.A., es entendido 
jurisprudencialmente en un sentido uniforme, y por tanto de manera inexorable, los 
actos que niegan una prestación periódica aun tratándose de una prestación pensional, 
habrán de impugnarse dentro del término general de caducidad.  Ahora, el efecto útil de 
la distinción señalada por el Legislador para delimitar la excepción a la regla de 
caducidad en acciones de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, lleva a que si por 
alguna causa el actor recurre al control judicial de un acto que niega una prestación 
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periódica de manera extemporánea, decretándose la caducidad, la opción no es otra 
que regresar de nuevo al agotamiento de la vía gubernativa, con el subsiguiente 
recorrido de la actuación judicial.  Así lo señaló esta Corporación desde la Sentencia del 
31 de julio de 1995, cuando afirmó que la demanda extemporánea de derechos 
pensionales no neutraliza la posibilidad de reclamar nuevamente el derecho, dada su 
naturaleza imprescriptible, en virtud de la cual, aun cuando se haya decretado la 
caducidad de la acción incoada, el interesado podrá nuevamente presentar su solicitud 
de pensión ante la Administración a fin de obtener un nuevo (sic) pronunciamiento al 
respecto, y si lo estima procedente, demandar dentro de los cuatro meses el acto que le 
niegue el derecho.  Se reafirmó entonces la Sala en el pensamiento del Ministerio 
Público, en cuanto fijó la posición de que negada la prestación, se debía acudir a la 
justicia contra la decisión adversa dentro del término de caducidad, justamente 
porque se enjuicia un acto administrativo en ejercicio de una acción de efímera 
viabilidad.  Explicó que  fuera del término de caducidad no es posible su 
enjuiciamiento pues “se trata de un fenómeno de procedimiento que opera por 
mandato de la ley, investida de los caracteres propios del orden público”; indicó 
además, que  “no es que la norma instrumental desnaturalice el derecho 
sustancial al que sirve de soporte: es que para la efectividad de este, hay un 
procedimiento forzoso.  Son cosas diferentes el derecho subjetivo y el 
mecanismo procesal para su efectiva protección: vitalicio es el uno, temporal el 
otro”.   De lo analizado, resulta en síntesis, la diferencia de trato en materia de 
caducidad entre la decisión que reconoce una prestación social periódica y la que la 
niega, y que consiste en que para esta última, el interesado debe reiniciar toda la 
actuación gubernativa bajo la perspectiva del acceso a la justicia, cuestión que en el 
fondo es de naturaleza estrictamente procesal y no responde a una garantía sustancial 
pues el objeto de debate en uno y otro caso es el mismo: UN DERECHO 
PRESTACIONAL, DE CARACTER IRRENUNCIABLE E IMPRESCRIPTIBLE.” 
(Subrayado propio) 

 

De igual manera, en relación con la oportunidad de presentar la demanda en cualquier 

tiempo cuando se trata de prestaciones periódicas, el H. Consejo de Estado ha dicho:  

"....En lo que respecta al argumento de que se trata de una reclamación de 

prestaciones periódicas, la Sala debe precisar que, en efecto, la jurisprudencia de 

esta Corporación ha sido enfática en señalar que no opera el fenómeno de la 

caducidad para demandar los actos que reconozcan o nieguen las mismas: sin 

embargo, al producirse la desvinculación del servicio, se hace un 

reconocimiento de prestaciones definitivas y, en tal medida, las prestaciones 

periódicas o reconocimientos salariales que periódicamente se reconocían y 

pagaban, bien sea mensual, trimestral, semestral, anual o quinquenalmente, 

dejan de tener el carácter de periódicos, pues ya se ha expedido un acto de 

reconocimiento definitivo, al momento de finiquitar la relación laboral..." 

(subrayado propio). Expediente No 47001 23 31 000 2010 00020 01 No Interno 1174- 12. 

Finalmente, el Consejo de Estado en reciente jurisprudencia, manifestó: 

El Código Contencioso Administrativo, en el artículo 136-2, establece, como regla 

general, que la acción de nulidad con restablecimiento del derecho caduca al cabo 
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de cuatro meses contados a partir del día siguiente de la publicación, notificación, 

comunicación o ejecución del acto, según el caso. Empero, los actos que reconozcan 

prestaciones periódicas podrán demandarse en cualquier tiempo por la 

administración o por los interesados, pero no habrá lugar a recuperar las 

prestaciones pagadas a particulares de buena fe. 

En relación con los actos administrativos que resuelven sobre el 

reconocimiento de prestaciones periódicas, debe precisarse que si bien la 

norma se refiere específicamente a los que las concedan, también es cierto que 

esta Corporación, consideró que debe entenderse que los efectos de la norma 

deben entenderse extendidos a aquellos que la deniegan. 

Con todo, no sucede lo mismo cuando se reclaman prestaciones económicas con 

posterioridad al retiro, pues en tal caso ya no se pueden considerar periódicas, sino 

que se trata de un pago que debió hacerse luego de que finalizara la relación laboral. 

En este sentido, concluyó la Sala: «[…] dentro de los actos que reconocen 

prestaciones periódicas, están comprendidos no sólo las decisiones que 

reconocen prestaciones sociales, sino también aquellos que reconocen 

prestaciones salariales que periódicamente sufragan al beneficiario, siempre y 

cuando la periodicidad en la retribución se encuentre vigente. 

Sobre este mismo punto también precisó: 

«Conforme la sentencia de la Corte Constitucional y las reseñadas del Consejo de 

Estado se obtiene que las prestaciones periódicas son aquellos pagos corrientes que 

le corresponden al trabajador, originados en una relación laboral o con ocasión de 

ella, que se componen de prestaciones sociales que son beneficios para cubrir 

riesgos del empleado y no sociales como el pago del salario, pero que una vez 

finalizado el vínculo laboral las denominadas prestaciones periódicas dejan de serlo, 

salvo las correspondientes a la prestación pensional o una sustitución pensional que 

pueden ser demandados en cualquier tiempo, aún después de culminado el vínculo 

laboral.” (Rad. No.: 250002325000201201393 01 (2370-2015)) 

2. PRESCRIPCIÓN:  
 

Los artículos 41 del Decreto 3135 de 1968 y 102 del Decreto 1848 de 1969, establecen que 
las acciones que tengan su sustento en derechos de la seguridad social del sector público 
prescriben en un término de tres (3) años, por lo que cualquier exigencia de tal naturaleza 
que se aporte en hechos acaecidos con anterioridad a ese momento, resulta improcedente.  
 
Al invocarla no estoy reconociendo la existencia de derecho alguno de los reclamados por el 
demandante, pero solicito que se tenga en cuenta que la indexación del Ingreso Base de 
Liquidación de las pensiones sólo es procedente a petición de parte y respecto a la 
prescripción del mayor valor que resulte como consecuencia de lo anterior, deberá darse 
aplicación a la prescripción trienal, contados a partir de la solicitud del asegurado. 
 

3. INEXIGIBILIDAD DE LA OBLIGACIÓN - COSTAS 
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El artículo 192 del CPACA dispone que “(…) Las condenas impuestas a entidades públicas 
consistentes en el pago o devolución de una suma de dinero serán cumplidas en un plazo 
máximo de (10) diez meses, contados a partir de la fecha de ejecutoria de la sentencia. Para 
tal efecto, el beneficiario deberá presentar la solicitud de pago correspondiente a la entidad 
obligada.” (Subraya fuera del texto original) 
 
De igual forma, el artículo 307 del C.G.P, aplicable a lo contencioso laboral por así permitirlo 
el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, dispone que la 
Nación no puede ser ejecutada salvo en el caso contemplado en el Artículo 177 del Código 
de lo Contencioso Administrativo. Este último artículo fue derogado por la Ley 1437 de 2011, 
siendo sustituido por el Artículo 192 ya transcrito. 
 
Aunque el despacho ha acogido la tesis de la H. Corte Constitucional en lo que se refiere a 
que el afiliado/pensionado no puede ser sometido a esperar el transcurso de 10 meses para 
presentar la solicitud de pago tal y como lo establece el artículo 192 del CPACA pues esto 
iría en detrimento de su mínimo vital y el de su familia, lo cierto es que ésta situación no 
puede predicarse en lo que se refiere al pago de COSTAS PROCESALES ya que de las 
mismas no se desprende ningún detrimento grave para el demandante. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, en lo que se refiere al pago de COSTAS, las mismas SI 
DEBEN SOMETERSE a lo dispuesto en el artículo 192 del CPACA, puesto que no es justo 
que se solicite su pago sin haberse requerido en primera medida a la entidad condenada, 
obstaculizándose así el cumplimiento de la misma de forma voluntaria. 
 
 

4. BUENA FE DE LA UGPP 
 

El artículo 83 de la Constitución Política de 1991 establece que” (...) las actuaciones de los 
particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, 
la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten ante éstas (...)”. 
 
Es evidente que las actuaciones de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 
PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFÍSCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – 
UGPP, se han permeado de buena fe, puesto que ha atendido de manera diligente las 
reclamaciones sobre créditos laborales y cuando ellos han sido debidamente comprobados 
conforme a las normas vigentes, ha procedido a reconocerlos.  
 

5. DECLARATORIA DE OTRAS EXCEPCIONES 
 
Pido al Despacho que si se hayan probados hechos que constituyen una excepción, los 
reconozca de manera oficiosa en la Sentencia, así como también si encuentra probada una 
excepción que conduzca a rechazar todas o algunas pretensiones de la demanda, se 
abstenga de examinar las restantes de acuerdo a lo estatuido el artículo 282 C.G.P., por 
reenvío que se impone en el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 
Social. 
 
Desde ahora me reservo la facultad de ampliar y proponer nuevas excepciones en la 
audiencia especial que se fije con el fin de resolver las ya propuestas, así como para 
solicitar pruebas en respaldo de las mismas. 
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6. INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN 

El demandante no cumple con los requisitos legales para acceder a la reliquidación de 
pensión que solicita, por lo tanto, la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 
PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL -
UGPP-, no tiene obligación de reconocerlas, ni le debe suma alguna como consecuencia de 
la misma.  

Los actos administrativos demandados no son violatorios de ninguna norma Constitucional o 
Legal y por el contrario se ajustan plenamente al régimen jurídico que le era aplicable.  

VI. PRUEBAS 

 

DOCUMENTALES  

 

1.Carpeta administrativa del demandante, aportada en 1 CD, contentiva del expediente 

administrativo del demandante que se encuentra en poder de entidad. 

VII. ANEXOS 

 

1. Poder para actuar en once (11) folios 

 

VIII. NOTIFICACIONES 

 

 

La suscrita apoderada CAROL ANDREA LÓPEZ MÉNDEZ las recibirá en la Autopista Norte 
No. 122-35 oficina 302 y a los correos electrónicos notificacionesrstugpp@gmail.com y 
carlopezmendez2020@gmail.com  
 
 

Cortésmente,  

 

 

 

CAROL ANDREA LÓPEZ MÉNDEZ 
C.C. No. 1.031.131.971 de Bogotá D.C. 
T.P. No. 313.458 del C. S. de la J. 

mailto:carlopezmendez2020@gmail.com
mailto:notificacionesrstugpp@gmail.com
mailto:carlopezmendez2020@gmail.com





























